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La cuarta ponencia general, a
cargo de Julián Valero,
profesor titular de Derecho
Administrativo, centró su
conferencia en El acceso y la
difusión de la información
administrativa por medios
telemáticos, para luego
profundizar en La perspectiva
jurídica del ‘open data’ en el
ámbito de las Administraciones
Públicas, elocuente subtítulo
de su intervención.

PARA Julián Valero “no hay
mecanismos eficaces y con-
tundentes que garanticen

el acceso y difusión de la informa-
ción administrativa –archivos y
registros– por vía telemática”, cir-
cunstancia que achacó a “una tra-
dición cultural inexistente y un
desarrollo legal insuficiente”, mo-
tivo por el cual el profesor de Ad-
ministrativo apeló a “un nuevo
modelo de gestión documental”,
cuyos retos esenciales pasan por
“adaptar las medidas de seguri-
dad, crear una nueva cultura y
disponibilidad de los medios, así
como abordar una formación del
personal administrativo”.

El profesor universitario seña-
ló además que “el gran desafío” en
este terreno es la protección de da-
tos personales, e indicó que “hay
ciertos tratamientos que no casan
con lo dispuesto en la Ley Orgáni-
ca de Protección de Datos” y que
dan lugar a “una serie de incon-
gruencias y problemas de tipo
práctico que hay que sostener”.
Así, entre los retos de la Adminis-
tración 2.0 está la llamada compu-
tación en nube, porque “a veces no
pueden controlar qué está pasan-
do con la información de los ciu-
dadanos”.

A juicio de Valero, la moderni-
zación tecnológica de la Adminis-

tración es una “demanda social”
que exige “eficacia de gestión” y,
en consecuencia, “una mejor pres-
tación de los servicios”. A lo que
hay que sumar un proceso de cla-
rificación normativa que diluya la
elevada dispersión del marco jurí-
dico actual, entre regulaciones es-
tatales, autonómicas y locales. En
este sentido, recordó que la Ley
11/2007, de acceso electrónico de
los ciudadanos a los Servicios Pú-
blicos, establece en su disposición
final tercera la “adaptación de la
Administración al ejercicio de de-
rechos” y concreta que el Estado,
así como “los distintos organis-
mos públicos” dependientes de es-
te, deberán ejercer estos derechos
“en la totalidad de los procedi-

mientos y actuaciones de su com-
petencia”. Aunque con el matiz, en
el ámbito regional y municipal, de
“si lo permiten sus disponibilida-
des presupuestarias”.

Obligado cumplimiento. A modo de
conclusión, el profesor aseguró
que en cumplimiento de esta nor-
ma legal “se deben implantar ser-
vicios proactivos y personaliza-
dos, con menores formalidades”,
de manera que las nuevas tecnolo-
gías incidan en “los accesos a con-
tenidos multimedia y fomenten las
interconexiones automatizadas en-
tre los registros”, así como a infor-
mación geográfica detallada, en
imagen o video, por ejemplo, o en
el orden de la transparencia admi-
nistrativa, “en la retransmisión de
plenos municipales”. De igual mo-
do, Valero reclamó la “adaptación
al entramado telemático de todo el
elenco de garantías jurídicas tra-
dicionales, de integridad y auten-
ticidad, ejercicio de la competencia
y control sobre las aplicaciones”.
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PPaarraa  JJuulliiáánn  VVaalleerroo,,  ““nnoo  hhaayy
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llaa  iinnffoorrmmaacciióónn  aaddmmiinniissttrraattiivvaa  ppoorr  vvííaa
tteelleemmááttiiccaa””

De izquierda a derecha, Julián Valero y José Javier Escolano.
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